COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL

(Sesión celebrada el día 6 de junio de 2023).
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Son las 17:06).

–Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes).
«COVIFEP.- Nota de fecha 1.º de junio de 2023, por la cual manifiestan inconformidad con la gestión de subsidios de ANV. 

Movimiento de Deudores en UR de BHU y ANV.- Nota de fecha 5 de junio de 2023, por la cual solicitan que se trate y resuelva en forma urgente la problemática que atraviesan».

(Ingresan a sala las autoridades del 
Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial).
–Es un gusto para esta comisión recibir a las autoridades del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 

La convocatoria surge a raíz de los hechos de pública notoriedad referidos a las adjudicaciones, los cuales en su momento derivaron en el pedido de renuncia a la señora ministra. En esta comisión fue unánime la decisión de que era necesario convocar a las autoridades para intentar tener más claridad respecto a las situaciones denunciadas como irregulares en el entonces MVOT en lo que refiere a la adjudicación de viviendas.Y ese es, básicamente, el motivo por el cual están convocadas las autoridades.
SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes. 


En realidad, es un gusto estar en esta situación. Nunca estuvo de este lado de la mesa, pero es un gusto venir a dar explicaciones de qué fue lo que se hizo y cómo vamos a seguir adelante. Creo que es un tema que ustedes analizarán como tal. 


Voy a solicitar, si la comisión así lo considera, por respeto al derecho de protección de datos, que los nombres que se viertan aquí y los distintos datos personales, a los efectos de proteger a esas personas involucradas, que los mismos no figuren en la versión taquigráfica, pese a que no tenemos ningún problema para dar los datos necesarios. 


Si usted lo autoriza, señor presidente, le cedería la palabra al director nacional de Vivienda, que fue quien directamente estuvo a cargo de esta situación.

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el contador Ceretta.

SEÑOR CERETTA.- Muy buenas tardes.


A modo de introducción, queremos hacer referencia a los antecedentes, al marco normativo y a cuáles fueron las distintas soluciones que se han ido encontrando a lo largo de la vida del MVOT. Principalmente me voy a retrotraer a los últimos quince años que, de alguna manera, fueron sentando las bases de lo que hoy son los criterios y las normativas que enmarcan el programa de licitaciones por activos –básicamente, es el que está en cuestión ahora–, y a través del cual se determina la adjudicación de viviendas, ya sea por medio de los sorteos, por adjudicación directa en algunos casos –es lo que vamos a explicar–, y que prevé también –reitero que esto se remonta al año 2009– la reserva de cupos para vivienda para situaciones de emergencia habitacional. 


Es sabido por todos que la vivienda requiere de un proceso que a veces no es corto y que, a menudo, las necesidades requieren y exigen una solución inmediata. A partir de 2009 se previó la posibilidad de la reserva de cupos. 


Voy a realizar una muy breve introducción a efectos de enmarcar la normativa y el tema en cuestión.


En diciembre de 2008 se firma el convenio marco de colaboración institucional entre la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otras instituciones públicas, denominado Acuerdo Marco del Programa Unidos en la Acción. Entre esas instituciones estaba el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de aquel entonces. 


Si bien el objetivo del convenio se basa en cuatro ejes estratégicos, nos interesa hablar solamente de uno: el fortalecimiento de las políticas sociales, sectoriales, los programas de inclusión social y los planes para la lucha contra la pobreza y las inequidades de género, generaciones y discriminación.  


En octubre de 2009 se firma la Resolución n.º 1058/2009 mediante la cual se resuelve destinar al proyecto ONU/08/00D,  Diseño e implementación de proyectos piloto de promoción del desarrollo en el territorio, un cupo mínimo del 10 % de las soluciones habitacionales a adjudicarse en los programas ejecutados por la Dirección Nacional de Vivienda. 


El numeral 2.º de la mencionada resolución establece: «Finalizado el referido Proyecto, la reserva del cupo se mantendrá para los sectores que necesitando una solución habitacional, percibiendo ingresos familiares inferiores o iguales a la línea de pobreza» … «y otros que, por razones técnicamente fundadas, no se encuentren en condiciones de cumplir con los requisitos establecidos en los llamados correspondientes de los distintos programas; la Dirección Nacional de Vivienda definirá el procedimiento pertinente a estos efectos». 

Aquí viene el concepto de cuotificación. Ya en administraciones anteriores y en el marco de la normativa anteriormente mencionada, se realizó la reserva de cuotificación de una o dos unidades por edificio, dependiendo ello de la ubicación de los mismos y los costos asociados a la vivienda que permitieran la sostenibilidad por parte de la familia a ser adjudicada. Los criterios de selección de las familias acordados en la Dinavi eran los siguientes. Aquí se hablaba de ingresos mínimos: 25 UR para Montevideo y 15 UR para el interior, que alguno de los miembros de esa familia tuviera entre dieciocho y cincuenta y cinco años, que no tuviera incumplimientos en el Clearing de Informes o tuvieran convenios de financiamiento, que no fueran propietarios de un inmueble en el momento del otorgamiento de la autorización del ingreso a la vivienda, la historia laboral del BPS y no ser adjudicatario de una solución habitacional subsidiada por el Estado, entre una serie de requisitos más. También se evaluaba la trayectoria laboral, la trayectoria habitacional, la composición del núcleo y la actitud proactiva de la familia. 


Como procedimiento de selección de la familia, se evaluaban situaciones –esto ya estaba determinado desde el año 2009– que procedían de demandas recibidas en oficinas locales del MVOT, derivadas de distintas organizaciones sociales con informes sociales de núcleos familiares, núcleos familiares beneficiarios de una solución transitoria en búsqueda de una ruta de salida o situaciones que llegaban a la Dinavi o a la secretaría del ministro o ministra, que eran derivados de forma inmediata al equipo de Atención Primaria Habitacional –APH– a efectos de tomar conocimiento de la situación, entrevistar y evaluar la situación socioeconómica. 


En algunos casos se procedió a realizar sorteo de cupos con presencia de escribano del MVOT, precisamente en aquellos en los que se identificaba más de un núcleo familiar para los cupos disponibles. Una vez seleccionada la familia, el expediente se remitía a la Dinavi para la aprobación del director nacional y la firma de autorización de ingreso de la familia, con lo cual se le otorgaba el comodato de uso de la vivienda. 


El equipo Atención Primaria Habitacional –APH– realizaba el informe actualizado, luego de doce meses de la ocupación de la misma. Si la familia reunía las condiciones de sostenibilidad, de pago de la cuota, se sugería a la autoridad considerar el pasaje de la misma a alquilar con opción a compra, este programa se instrumentó a comienzos de la década pasada. 


Este es, en parte, el antecedente histórico. Después, veremos –creo que es en lo que realmente tienen interés– la justificación de lo que llamamos adjudicación directa o asignación directa de vivienda, términos que son distintos. La adjudicación es cuando la permanencia en la vivienda está consolidada.De conformidad con lo previsto en el artículo 1.º, de la Ley n.º 13728, en consonancia con la norma constitucional, prevé que:«Toda familia, cualesquiera sean sus recursos económicos, debe poder acceder a una vivienda adecuada que cumpla el nivel mínimo habitacional (…). Es función del Estado crear las condiciones que permitan el cumplimiento efectivo de ese derecho». 
Para el cumplimiento de esa función segeneran diversos mecanismos y programas de acceso a la vivienda los cuales son delineados en el plan quinquenal de vivienda aprobado para cada período y ejecutado por este ministerio.En este marco, la adjudicación directa es un mecanismo que ha sido usado desde la creación de este ministerio para dar respuesta a las necesidades habitacionales de la familia en tanto no hay ninguna provisión legal contraria.

En todos los casos, este acto administrativo debe ser debidamente fundado y motivado como acontece con todo acto administrativo, a cuyos efectos requiere verificar que la familia cumple con los requisitos de acceso al programa correspondiente –sea compra, alquiler o subsidio–, y tiene tal grado de vulnerabilidad socioeconómica que la coloca en lo que ha dado en definirse como situación de emergencia habitacional.

El instrumento de la adjudicación directa requiere diferentes connotaciones en función del programa en el cual se hace efectivo.Hay programas en los que gran mayoría de las adjudicaciones son directas, entendiéndose como tales aquellas que no pasan por una instancia de sorteo o competitiva para acceder al beneficio, lo cual no implicaperseque no haya un estudio previo de la familia para verificar si cumple con los requisitos del programa. Así sucede en el caso de los llamados que están siempre abiertos, por ejemplo, garantía o subsidio de alquiler o autoconstrucción.En este caso la familia manifiesta su interés de acceder a una vivienda en el marco del programa y en caso de cumplir con las condiciones exigidas, puede acceder.Similar situación se da con las familias derivadas por organismos e instituciones que tienen convenio con el MVOT para hacer una vivienda: no pasan por la instancia de la postulaciónen un llamado concreto ni por sorteo porque se trata de situaciones de vulnerabilidad extrema o tienen necesidades habitacionalesimpostergables.

También estamos ante adjudicaciones directas cuando el MVOT dicta una resolución ministerial que habilita la regularización de la situación ocupacional de la familia, en una vivienda construida en el marco, por ejemplo, de lo que eran programas SIAV, a la cual accedió en su momento por ocupación y sin violencia. Los procesos de relocalización también están enmarcados en este tipo de situaciones. El MVOT hace que las familias asentadas en terrenos inundables o contaminados puedan regularizar muchas veces las ocupaciones o asentamientos o directamente la adjudicación directa de una vivienda nueva. Si bien hay un censo de relevamiento hecho por los servicios técnicos no hay postulación ni hay un proceso competitivo para acceder a la solución habitacional, y es asignada en forma directa por el MVOT, contemplando la integración del grupo familiar y en función del encuadre fáctico de la familia, en un sitio contemplado para regularizar o localizar.

En función de esto, de todo lo reseñado, cumplimos con carácter general que el instrumento de la adjudicación directa no es contrario a derecho y que su ejercicio efectivo por parte de la administración no inhibe que la familia deba cumplir con requisitos de acceso a la vivienda en el marco delos programas respectivos.Todo esto será evaluado por los servicios técnicos del organismo.

Con respecto a los cupos, la administración puede reservar cupos dentro delos programas de vivienda para adjudicaciones directas, no existiendo norma legal que lo prohíba.  En los hechos es un instrumento quepermite contar con viviendas disponibles para atender situaciones puntuales de necesidad imperiosa vivienda, dado que la demanda habitacional existente en el país es superior al stock habitacional del ministerio de vivienda. Este mecanismo de reserva de cupos fue utilizado por el MVOT para dar cumplimiento a los compromisos asumidos en el convenio suscrito el 7 de diciembre de 2007, entre el Gobierno nacional –representado por la OPP– y el sistema de naciones unidas, en el cual se enmarca –lo veíamos recién– el Programa conjunto Construyendo capacidades para el desarrollo.

En esa línea, en aquel momento,el ministerio –en aquel momento MVOTMA– dictó la resolución ministerial 1058/2009 –precisamente, el 5 de octubre de 2009– en la que dispuso destinar para el proyecto ONU relacionado, un cupo mínimo de 10 % de las soluciones habitacionales a adjudicarse en los programas ejecutados por la Dirección Nacional de Vivienda que resulten compatibles conlos objetivos del proyecto; los criterios de selección de las familias serán de conformidad con el procedimientos previstos. Esto es en cuanto al marco legal.

En relación con la vigencia, se ha ido aplicando, repitiendo, corrigiendo y enriqueciendo a lo largo de los últimos quince años; tenemos manuales, tenemos protocolos, tenemos reglamentos hechos en 2014, en 2019 y, obviamente, en este período.Esto es lo que enmarca un poco la denuncia de pública notoriedad que incluía el acceso a la vivienda por parte de una persona en el programa de licitaciones para activos; el MVOT tiene varios programas de acceso a la vivienda. Las licitaciones para activos, básicamente, determinan la construcción de viviendas.Por el camino de la licitación,por la tercerización en empresas, el MVOT se hace cargo del 100 % de laconstrucción de la vivienda, y una vez concluido el edificio se hace un llamado a postulación de familias con determinados requisitos y normas preestablecidas.En función de esas postulaciones se hace un sorteo –si corresponde, de acuerdo con la cantidad de inscriptos– o la adjudicación de la vivienda, cuando la cantidad de inscriptos no supera ese número.

No sé si quieren hacer alguna pregunta, pero puedo extenderme un poquito más.


En el ministerio se trabajó este tema. Incluso, en los primeros años no se hizo la reserva de cupos, que recién se implementó a fines de 2021. Efectivamente, en 2022 se elaboró una circular que, de alguna manera, buscaba transparentar esta situación. 

Todo lo que se hizo y todas las tratativas y postulaciones que se presentaron a través de la Secretaría de la señora ministra pasaron por un estudio del departamento técnico y de la Dirección Nacional de Vivienda, por el equipo de APH, y, una vez informadas, se decidía o no la adjudicación de las viviendas.


Efectivamente, por adjudicación directa, se otorgó una vivienda, que hoy está ocupada por una familia. Después está el caso de la persona que presentó una postulación y que, por resolución ministerial, se aprobó el ingreso. Todavía no ha ingresado; eso está en trámite. Asimismo, tenemos tres situaciones en las que las familias ingresaron por el concepto de autorización de ingreso. La autorización de ingreso no significa una adjudicación directa, sino la posibilidad de acceder a una vivienda por un período de prueba de un año. Transcurrido ese plazo, se analiza la situación –como leí en alguno de los antecedentes– y, eventualmente, se puede derivar, buscar otra solución o permitir la permanencia en esa vivienda, si corresponde o se informa así desde el equipo respectivo. 

SEÑOR NUNES.- ¿Tres situaciones? 

SEÑOR CERETTA.- Con ocupación de vivienda hay cuatro situaciones: tres por autorización de ingreso –sin adjudicación; no hay compra ni alquiler con opción a compra– y una cuarta por alquiler con opción a compra. Asimismo, hay una quinta situación, por resolución ministerial, sin ocupación de vivienda. 

SEÑOR SABINI.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida al señor ministro, al subsecretario, al director y a toda la delegación.


En segundo término, quiero decir que quienes integramos esta comisión, cuando nos enteramos por la prensa de esta situación, lo primero que hicimos –evidentemente– fue convocar a la ministra de aquel momento, Irene Moreira. 

De cualquier forma, una vez que la ministra dejó su cargo, nos pareció conveniente recibir explicaciones al respecto, porque, justamente, no compartimos lo que acaba de decir el señor director. Es decir, no compartimos que la normativa actual permita un cupo de adjudicación directa por parte de la ministra. Además –y esto lo digo ya en nombre de la bancada del Frente Amplio–, rechazamos que se haya llevado adelante esa práctica por la secretaría de cualquier ministra o ministro; me refiero a la adjudicación directa de una vivienda en estas condiciones. 


Por otra parte, considero que la normativa –ustedes la conocen– es muy clara; voy a leerla simplemente a los efectos de que conste en la versión taquigráfica. La Ley n.º 13728, en su artículo 216, establece: «Las adjudicaciones de viviendas que se realicen con financiación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización –excepto las correspondientes a MEVIR, al sistema cooperativo y fondos sociales– se realizarán por estricto sorteo entre quienes se encuentren, de acuerdo con las condiciones que establezca la reglamentación, en igualdad de condiciones de ingresos». 


Claramente, estas personas no participaron de un sorteo. De hecho, contamos con la reglamentación que se mencionaba anteriormente, que me parece muy ilustrativa y por eso también voy a leerla. 

«Montevideo, 14 de julio de 2022 

Procedimiento para realizar adjudicaciones directas en los complejos habitacionales. 

A los efectos de tener el trabajo ordenado y habiendo registrado las familias de los casos derivados para asignación directa en complejos habitacionales, ponemos en su conocimiento los pasos a seguir: 


1. Desde Secretaría de la ministra se envía mail a División Articulación la solicitud de reserva de la unidad especificando: cantidad de dormitorios, complejo habitacional, departamento, datos de los titulares y modalidad que entienden debería otorgarse (compra, alquiler con opción a compra o autorización de ingreso). 


2. Desde División Articulación se chequeará en GAPEV si la familia previamente obtuvo una solución habitacional por el Sistema Público de Vivienda. 


3. Desde la oficina que corresponda se generará el expediente con la solicitud enviada con informe social ampliado de la familia, de acuerdo con las características del llamado y de la modalidad que las autoridades adjudicaran.  


4. Con el aval el Encargado Regional, se eleva el informe a DINAVI a consideración del Director Nacional para elaborar borrador de R/M.


5. Se eleva a Acuerdos para la firma de R/M». Y luego el texto continúa.


La primera pregunta que tengo para hacer es evidente: ¿cuántos mail salieron desde la Secretaría de la ministra solicitando adjudicaciones directas?

(Dialogados).


–Permítame terminar, señor ministro; por favor.


Da la sensación de que, en realidad, esto funcionaba de cualquier otra forma. Es decir, llegaban pedidos de diferentes formas, y lo que quiere hacer esta comunicación interna –no sé cómo denominarla– es ordenar la situación. Presumo e imagino que si hay una comunicación de este tipo es porque se estaban dando distintas situaciones y se querían ordenar. 

Quiero reafirmar que para mí esto es ilegal. Es decir: la ministra no puede, por sí y ante sí, designar o establecer que una familia tiene que ser adjudicataria, más allá de que cumpla o no con las condiciones. ¿Por qué? Porque esa familia, si cumple con las condiciones, tiene que inscribirse en un sorteo. Por eso digo que es ilegal. 


Nosotros tenemos información de que hay más de 40 casos –más de 40 solicitudes– en esta situación. 

Voy a hacer una pregunta en particular respecto a un complejo correspondiente a la licitación pública número 16002/2016,  construido por la empresa Sadarq Sociedad Anónima, ubicado en Timote y Vitoria, barrio Belvedere, padrón n.º 429.472. Allí hay 40 viviendas. Nosotros recibimos una denuncia que plantea que en el apartamento 002, que estaba destinado a una persona con discapacidad, se encuentra viviendo una persona que tiene un cargo de designación directa en el Ministerio de Defensa Nacional. Queremos saber, en particular, cómo se entregó esta vivienda; cuál fue el procedimiento. Si hoy no tienen la información específica, pueden hacerla llegar con posterioridad.


Aprovecho para decir que nuestra bancada realizó un pedido de informes solicitando los cinco expedientes, que son públicos y que salieron en la prensa, porque queremos analizarlos y porque también nos interesa saber cuál es la opinión del ministro en cuanto a la legalidad de esas cinco adjudicaciones que son públicas. Luego, el día domingo, salió una noticia que hablaba de catorce adjudicaciones. Fueron pasando los días y, por mi parte, tengo información de que son 40. Creo que es importante que se clarifique. ¿Son cinco? ¿Son catorce? ¿Son cuarenta? ¿Cuántas se adjudicaron? Repito que para nosotros el procedimiento es ilegal. 


Voy a leer un extracto de un expediente que hace referencia a uno de estos casos que son públicos, casualmente del mismo complejo de edificios; dice: «ubicado en Timote y Vitoria, la unidad de dos dormitorios, reservada para que la señora ministra pudiera realizar la asignación». Eso es lo que dice el expediente que es público.
Aclaro que no estoy agregando nada; estoy haciendo referencia a lo que dicen los expedientes. 
Por eso es que, a través del pedido de acceso a la información y de los pedidos de informes, queremos tener toda la información para analizarla dado que, a todas luces, esto es incorrecto. La política de vivienda no puede basarse en que algo no está prohibido. El Estado uruguayo y las instituciones pueden hacer lo que la ley habilita, no así lo que no habilita. Yo no soy abogado, pero hace unos años que estoy en este ámbito y alguna cosa aprendí; diría que esa fue una de las primeras que aprendí, porque de profesor aprendí otras cosas. 

Las instituciones no se rigen por este tipo de criterios. Es más, cuando se hace referencia a ese convenio, esa normativa habla de sectores y no de individuos. Me cuesta creer que alguno de estos casos corresponda a personas que se encuentren bajo la línea de pobreza; quizás alguna lo esté, pero por lo que surge de los expedientes no sería así. Reitero: por lo que surge de los expedientes, no. Por eso entendemos que merecemos una respuesta.

Además, ¿qué interpretación hace el señor ministro sobre el hecho de que no fueron entregadas correctamente? ¿Qué se va a hacer con esas viviendas? Gente que tiene necesidad y tiene las características de ser adjudicataria hay muchísima: hay muchísimas madres solteras con hijos y personas bajo la línea de pobreza, lamentablemente, más de 300.000. Es decir que hay mucha gente que podría aspirar a tener una vivienda subsidiada, construida por el ministerio. Eso el señor ministro lo sabe; además, lo tuvo que sufrir en carne propia. 

Creo que esa situación que se dio que, obviamente, fue fruto de ese conflicto público, es absolutamente entendible porque hay personas que se sienten afectadas por estas decisiones; por lo menos, por estas cinco que conocemos hasta ahora. ¿Y si hay más casos? A mí me surge la duda razonable: ¿qué pasa en otros proyectos? ¿Qué está pasando en el Plan Juntos? ¿Se está empleando este criterio en el que también hay un cupo y se entrega directamente? 

Es muy grave esto de lo que nos enteramos por un periodista. Y bueno, eso fue lo que motivó esta convocatoria.

Le agradezco al señor ministro las respuestas que nos pueda dar.

SEÑOR MINISTRO.- Evidentemente, la situación de pública notoriedad ameritó, si se quiere, una pequeña crisis política. 

Quiero simplemente decir que estoy de acuerdo con que la situación tiene que estudiarse; tan así es que ni bien llegué al ministerio dispuse una investigación administrativa, que está en curso. En ella se tienen que estudiar todas esas resoluciones y todos esos reglamentos o programas que existen, así como la forma de adjudicación. Cuando la investigación termine, seguramente arrojará recomendaciones o sugerencias y, en base a ello, con responsabilidad y seriedad, este ministerio adoptará las decisiones que correspondan. 

Sobre la cantidad de 40 casos debo decir que, de verdad, esa cifra nunca la manejé ni la escuché, pero para eso justamente tenemos aquí al director nacional de Vivienda que sí estaba y quiero que detalle los casos –en lo posible los que nombraron–, a los efectos de que los señores senadores aquí presentes puedan ser informados como corresponde de los casos que se asignaron, cómo se asignaron y dentro de qué programa. Quizás no se escuchó o no se explicó bien; por eso aclaro que los programas en cuanto a las adjudicaciones son distintos, o sea no es lo mismo el Plan Juntos que los otros programas o las cooperativas. Es decir, los programas son distintos en cuanto a la forma de adjudicación y no todos los programas son por sorteo; esa es la realidad. De todas formas, el director nacional de Vivienda va a explicar este punto mejor que yo. En ese sentido, solicito se informe cuáles son los casos adjudicados, a quiénes se asignaron y cuáles estarían acordes con lo que decía el señor senador y que salió publicado en la prensa en cuanto a esos 14 casos. También pediría que se dé alguna explicación, si es que la hay,  de la otra cifra de 40 que, sinceramente, yo desconocía. 

SEÑOR CERETTA.- Hay varias preguntas que se fueron encadenando y en tal sentido intentaré ir contestando en orden. 


Básicamente, en un momento se habló del número que podía haber manejado la ministra. En cuanto a esto, quizás sea bueno hacer una introducción muy breve, referente al involucramiento y a la sensibilidad con que estas autoridades –y básicamente la ministra– abordaron el tema de la vivienda. Han recorrido el país, se han presentado en todos los lugares en que se ha solicitado cuando las emergencias así lo determinaron o para colaborar cuando fue necesario; en todas las recorridas lo que sucede es que las familias se acercan, hacen planteos, presentan situaciones. En ese sentido, el ministerio cuenta con un artículo –hoy se hablaba de que todos tienen derecho– que refiere a facilitar el acceso a la vivienda. En los últimos tiempos, hemos tenido que enfrentar una estadística de un déficit habitacional que en los últimos quince años no se redujo, sino que, por el contrario, aumentó. O sea que todo lo que el ministerio pueda hacer es importante y descontamos que en las administraciones anteriores se trabajó para que las familias accedieran, pero claramente no se logró. En este ministerio, y específicamente en este programa, cuando se habla de adjudicación directa hay que ser muy preciso, porque la adjudicación directa, de hecho, es un mecanismo normal establecido para muchos de los programas de la cartera. Traté de circunscribir esta presentación al programa de licitaciones, al programa de generación de vivienda nueva. Si hablamos de cooperativas y de autoconstrucción o del Plan Juntos, ahí las condiciones son otras y, muchas veces, la adjudicación directa es inevitable. También es inevitable en muchas oportunidades cuando hay que abordar situaciones de emergencia. En cuanto al involucramiento de la ministra, en todo el relevamiento que hacía ella obviamente se trataba de asesorar a las familias que le presentaban alguna inquietud y, en algún momento, como forma de ordenar y para mostrar la cristalinidad absoluta que se tiene –está todo en los expedientes, acá no hay información ni expedientes reservados–, se hizo una circular que se compartió abiertamente con todo el ministerio, como una forma de que, en la medida en que esos casos fueran llegando, se siguiera un protocolo, porque se entendió que era justo que, tanto los funcionarios como las autoridades –la ministra en este caso y su secretaría– tuvieran conocimiento de cuáles eran los caminos. 

Cuando hablamos de la cantidad de casos, podemos manejar distintos conceptos. Con anterioridad hice referencia a las adjudicaciones que se habían efectivizado. Si nos referimos a las comunicaciones que se hicieron en el marco de esta circular, hay que decir que fueron catorce y quizás ese es el número que ha trascendido. En realidad, la primera fue anterior a la preparación de este protocolo, pero se incluye como parte de las viviendas otorgadas en este marco. De esas catorce, hubo una adjudicación de alquiler con opción a compra, justamente en el complejo Timote y Vitoria, y por lo menos la descripción de la familia no coincide con la que el señor senador acaba de expresar, por lo que no sabemos de dónde proviene el número 40. 

SEÑOR NUNES.- Cuando usted habla de catorce comunicaciones, ¿se trata de catorce comunicaciones de la ministra para iniciar ese procedimiento?

SEÑOR CERETTA.- En el marco de este protocolo. Anteriormente no hubo ninguna. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir, pos julio 2022.

SEÑOR CERETTA.- En realidad una es previa a julio, pero básicamente fue en esa fecha y después es pos julio. 

SEÑOR NUNES.- La pregunta era la siguiente. Cuando habla de catorce comunicaciones, ¿se refiere a las que cursa la exministra? ¿Allí ya identifica a una familia para que se la estudie y se vea si se le puede asignar una vivienda de forma directa, digamos?

SEÑOR CERETTA.- Son catorce casos planteados –catorce familias– que son analizados por los equipos técnicos en función de su realidad, para ver si se encuadra dentro de lo que es la línea programática de esta entrega de viviendas. Obviamente, se prevé la posibilidad de una reserva de cupo en algún edificio que esté en condiciones de ser entregado en un plazo breve. No olvidemos que estamos hablando de situaciones de precariedad habitacional, muchas veces hay determinado nivel socioeconómico, otras, circunstancias que tienen que ver con violencia de género, y otras que se relacionan con la posibilidad de acceder a una vivienda como una solución medianamente urgente por no poder mantener la finca que hasta el momento estaban ocupando. En definitiva, hablamos de condiciones socioeconómicas, de ocupación, de nivel de ingresos, de composición de la familia y también de circunstancias que tienen que ver, por ejemplo, con situaciones puntuales. 

Cuando la exministra, su secretaría y sus equipos recibían los pedidos, los evaluaban previamente y, en la medida en que entendían que sí eran viables, lo comunicaban al equipo técnico de la Dinavi para que abordara el tema. De alguna manera, eso disparaba lo que dice el protocolo, o sea que se daba lugar a un informe social con entrevistas, con seguimiento y con visitas a la vivienda, si correspondía.

Volviendo al tema de los catorce casos, el primero de ellos tiene que ver con un alquiler con opción a compra; es el de los cuatro que mencioné antes, que accedieron efectivamente a la vivienda. Coincidentemente, y de acuerdo con lo que consta en el informe, en ese complejo la familia no está vinculada al Ministerio de Defensa Nacional.

También hay tres familias que accedieron a un alquiler con opción a compra; en realidad, dos están encuadradas específicamente en este programa de licitaciones y cupo de vivienda nueva, y la otra accedió a una vivienda remanente de un complejo en Rivera, que estaba disponible porque no había habido demanda para el acceso a ella. 

El quinto caso –de pública notoriedad– está vinculado con el edificio que se entregó hace unos días, ubicado en las calles Nueva York y Yí. Ese expediente está en trámite; cuenta con todo el relevamiento y la información, y seguramente en pocos días –desde ya lo prometo– estaremos respondiendo a todos los pedidos de informes. Todos estos asuntos nos han distraído un poco y se nos ha hecho difícil cumplir con todo, pero una vez que hayamos podido superar esta instancia, seguramente podamos preparar esas respuestas, donde constarán los números de expedientes. Reitero: todo está a disposición –por decirlo de alguna manera– de quien quiera acceder a la información, con toda la cristalinidad y transparencia con las que este ministerio siempre ha presentado y trabajado los temas.

Con respecto a los otros nueve casos, haciendo un rápido relevamiento, puedo afirmar que hay cuatro de ellos que por distintas circunstancias ya no están en juego; en algunos casos, la familia terminó por desistir, y en otros, no calificaban por distintas condiciones, ya sea socioeconómicas, de composición de la familia o porque se entendió que la urgencia no era tal. En algún caso se planteó la posibilidad de presentarse y postularse a un complejo de viviendas porque, en los hechos, tenían la opción de hacerlo, aunque no siempre es así porque para la capitulación formal a veces se exigen determinadas condiciones que no todas las familias cumplen, más allá de que, de pronto, sí se encuadran dentro de algunas de ellas.

A su vez, tenemos casos que están a estudio; por ejemplo, hay alguna persona que cuenta con un informe favorable, pero el expediente todavía no culminó su proceso. Se trata de una persona de edad con un problema importante de salud que está casi en situación de calle. En realidad, está ocupando una residencia gracias al apoyo que consiguió de un grupo de amigos que por unos meses –digamos– se comprometieron a ayudarlo, pero una vez cumplido ese plazo y con su ingreso, que es muy mínimo –percibe $ 21.000 y debe gastar $ 10.000 en medicamentos–, su única posibilidad es acceder a alguna vivienda por medio de una autorización de ingreso.

Para completar los catorce casos solo falta mencionar cuatro que no tienen siquiera número de expediente. Desde la secretaría se recibió la posibilidad de analizar a esas familias, lo que en su momento se procesará y en el futuro se verá si les corresponde o no alguna posibilidad de acceso a la vivienda.

Esos son los catorce casos que cumplieron y están en el marco de este protocolo. No hay otros casos en este programa que la exministra haya presentado de esta manera.

SEÑOR SABINI.- Justamente acá es donde tenemos parte del problema, porque se está diciendo que hay un protocolo desde el 14 de julio de 2022 y a partir de ese momento hay catorce solicitudes, entonces la pregunta es ¿qué pasó antes? Cómo se hacían esas adjudicaciones, ya que el ministerio entendía que había una posibilidad de un cupo.

SEÑOR CERETTA.- Para tener un marco estadístico y poder comparar, quiero señalar que en los dos quinquenios anteriores, cuando la Administración –obviamente– estaba bajo la responsabilidad de otro partido, se reservaron setenta y cuatro viviendas. En este período, desde 2020 a 2023, hubo catorce reservas, que en realidad son trece porque una pertenecía a un complejo que tenía viviendas vacías y en su momento ya se habían postulado y sorteado. Ese es el marco no se hicieron otras adjudicaciones ni reservas de cupos anteriores. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos expresar con claridad que anteriormente el procedimiento para la reserva de cupos era a pedido de otra institución: la Fiscalía General de la Nación, testigos protegidos, el Mides. Es bastante claro que este procedimiento es así. No es que al ministro se le ocurre elegir a alguien, y menos a una persona vinculada partidariamente. Esa no es una práctica del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, y es lo que estamos cuestionando en este caso. Además, cuando esto surge, el planteo de la exministra fue que tenía un cupo y que ni siquiera lo había utilizado todo, entendiendo muy mal cómo se establece una  política de vivienda.

 
¿Ustedes sostienen que desde el año 2020 a julio de 2022, cuando surge la resolución, no hay un solo caso de adjudicación directa? ¿Eso es lo que vinieron a plantear a la comisión?

SEÑOR CERETTA.- Este ministerio tiene cientos de adjudicaciones todos los años, porque hay programas que funcionan en base a la adjudicación directa, pero en este caso no se hizo ni por la derivación directa de la secretaría de la exministra ni tampoco por la de alguna autoridad; se hizo directamente porque se entendió que en el marco de ese involucramiento de la exministra en el que recibía permanentemente solicitudes que llegan desde la puerta, desde el teléfono....

SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, acá llegan también.

SEÑOR CERETTA.- Sí me imagino.

En esos setenta y cuatro casos de los períodos anteriores hay carátulas que hablan de derivaciones directas. Después podemos compartir los casos, pero desconozco –porque no formé parte de las administraciones de los anteriores ministerios–  cuál era exactamente el criterio que utilizaban. Seguramente se les habrá dicho a las familias que vayan a la oficina y que se presenten. En algunos casos sí se habla de derivaciones y solicitudes de distintas autoridades.

SEÑOR NUNES.- El señor ministro dijo que había dispuesto una investigación administrativa y el procedimiento está suspendido. Eso es lo que entendí, pero se lo pregunto directamente porque quiero saber si este procedimiento está suspendido.

SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, así lo dispuse. Hasta tanto no se culmine la investigación administrativa, no se va a continuar con nuevas adjudicaciones por este procedimiento, es decir que de esos catorce casos, cinco ya fueron adjudicados y, como recién decía el contador Ceretta, de los otros nueve, algunos no lo han sido y otros desistieron. 

Insisto: hasta que no esté terminada esta investigación administrativa y que recomiende sobre cuáles son los verdaderos alcances de las resoluciones, si hay que modificarlas, anularlas, eliminarlas y ver en qué casos se contempla y en cuáles no. Eso es lo que dispuse que se hiciera  en la investigación. Entonces, hasta tanto no se termine esa investigación, no van a otorgarse nuevamente viviendas, por más que sí podría surgir algún caso muy excepcional que requiera hacerlo, como puede ser por disposición de la Justicia, por violencia de género o alguna cuestión similar, pero no es este caso de cupos.

SEÑOR NUNES.- Con relación al planteo de Sabini –que es de la bancada del Frente Amplio–, entendemos que el procedimiento no está amparado por la ley, o sea, que es ilegal. Antes de darle aprobación a este procedimiento por parte de la exministra, ¿hubo un informe jurídico que de alguna manera convalidara esa resolución? Muchas veces es un procedimiento habitual que al adoptar una resolución pase por la sección jurídica para que haga un informe. Esa es una pregunta concreta que nos ayudaría a discutir este punto de vista que tenemos.


Por otra parte, de estas cinco viviendas que estaban adjudicadas, informaron que hay una que no está ocupada, que es la que justamente tuvo notoriedad pública. Entonces, la pregunta es si se va a seguir adelante con eso. ¿Se va a dar la ocupación de la vivienda a la persona a quien se le había adjudicado en forma directa? ¿El ministerio tiene alguna resolución al respecto?

SEÑOR MINISTRO.- Está dentro de la misma decisión; hasta que no se termine la investigación administrativa, no va a ser considerado el caso. Está suspendido.

SEÑOR CERETTA.- Primero quiero hacer una breve aclaración. 

A veces hay que separar lo que es adjudicación de asignación. En tres de estos cuatro casos en los cuales las familias accedieron a la vivienda, lo hicieron por autorización de ingreso. La autorización de ingreso es el acceso a una vivienda, que es revisable y revocable; no hay una adjudicación definitiva de la vivienda, lo que sí hay es una posibilidad de acceder a ella en función de la situación en que se encontraba esa familia. Solamente hay un caso específico de alquiler con opción a compra que accedió a la vivienda, y un segundo caso –de esos cinco de los que hablábamos– que es el de esta señora, que está pendiente de la investigación que se está haciendo. Lo digo para aclarar.


Evidentemente, cuando se preparó y se trató de dar un marco procedimental a este asunto se hizo la consulta jurídica. Lo que presenté acá es parte de ese marco jurídico que se analizó y del marco histórico, y también de los antecedentes que había para ver cuáles eran las políticas que se habían llevado adelante en los períodos anteriores y decidir cuáles eran las más adecuadas en este caso en función de esos antecedentes.

SEÑOR METHOL.- El contador Ceretta mencionaba unos setenta casos que había registrados en la Administración anterior; quisiera saber si tienen información sobre si efectivamente se han ocupado y en base a qué resolución. También me gustaría saber si es en esta resolución de 2009 que se basaron para hacer esas adjudicaciones, y si lo hacía directamente el exministro o la exministra.

SEÑOR CERETTA.- Sí, tenemos esos expedientes, tenemos los nombres de las familias y tenemos toda la información, pero no la traje acá porque pensé que no era parte del tema que se iba a manejar hoy. En algunos casos, en las carátulas tenemos hay sugerencias o derivaciones de autoridades. Después, obviamente, habría que analizar caso a caso y tendríamos que tener un informe mucho más profundo de cuál era la situación, cuál era el origen de las familias, si había vínculos políticos, amistades o situaciones de las que todavía no tenemos toda la información; eso requiere de un trabajo bastante intenso. Lo que sí tenemos confirmado es que en el marco de este reglamento –todos los reglamentos de los que hablé fueron redactados en las Administraciones anteriores– se reservaron determinada cantidad de viviendas, que suman 74, en cada uno de esos complejos o conjuntos habitacionales, y fueron adjudicadas a familias.

(Ocupa la presidencia el señor Carlos Camy).

SEÑOR PRESIDENTE.- Buenas tardes. Antes que nada voy a interrumpir la comisión para pedir disculpas por llegar tarde, pero estuve desde las tres de la tarde en la Comisión de Constitución y Legislación del Cuerpo en la cual se estaba considerando un tema muy especial y no pude salir antes. 

Por tanto, doy ahora la bienvenida muy especialmente al señor ministro, al señor subsecretario, al director nacional, y demás autoridades y asesores del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 

SEÑOR SABINI.- Cuando formulé la pregunta con relación a la vivienda, estaba refiriéndome a otro caso en el mismo complejo habitacional. 


Este caso –ahora vuelvo al primero– es, justamente, el que salió publicado en la prensa, debido a que la persona que recibió la vivienda apareció en el BPS con una historia laboral en la que figuraba como empleada doméstica de la exministra. Ese es el caso al que hacía referencia, me imagino. Por mi parte, estaba haciendo una consulta por otra unidad, que es la 002. Según se dijo en la prensa, se le adjudicó otra unidad, que fue la que se le mostró a esta persona. Pero estábamos hablando de dos casos distintos; no sé si está dentro de los catorce que se mencionaron pero, evidentemente, vamos a solicitar que nos envíen una copia del material correspondiente a esos casos. 


Ahora bien; la reglamentación, circular, comunicación, o como quieran llamarle –porque no estaba encabezada, y si tenía un número, realmente no lo sé–, estaba firmada por el contador Jorge Ceretta. Por consiguiente, la pregunta –que vuelvo a hacerle porque todavía no fue respondida– es por qué se hace esta reglamentación o circular. En este documento no se invoca ninguna norma jurídica de las que el contador Ceretta citó. Hasta donde interpreto, ninguna de las normas jurídicas que mencionó el contador Ceretta establece que la exministra podía, discrecionalmente, adjudicar una vivienda. Lo que se lee en los mails es que se adjudica la vivienda a la persona; incluso, el expediente dice «ya está la familia». Entonces, que se diga que hay setenta casos de los gobiernos anteriores, realmente, no es aceptable; no es aceptable. Lo que esperamos es una respuesta a esto, es decir, que se responda por qué se hizo esa circular. En lo personal, me cuesta creer que si hay catorce casos desde julio hasta junio de este año, que en dos años no haya habido ninguno, realmente me cuesta creerlo, aunque quizás sea así. 

SEÑOR CERETTA.- La circular que se menciona, de alguna manera, se sugirió desde el equipo técnico del ministerio, concretamente desde la División Articulación, como una forma de ordenar las situaciones que ya sabíamos que se habían planteado de manera informal. Se entendió que para que se cumpliera con los protocolos y reglamentos del ministerio debían darse los pasos que se plantean en la circular. Allí no se habla de un marco jurídico porque, en realidad, solamente se establece cómo presentar los casos para ser analizados y determinar si esas familias tenían derecho de acceso a la vivienda, en virtud de situaciones de precariedad habitacional o de circunstancias críticas. Hemos manejado muchísimas situaciones de esa índole, y como ejemplo puedo mencionar el caso de una construcción que se derrumbó en la calle Zufriategui. En ese derrumbe quedaron afectadas treinta familias que mantenían un vínculo precario con la vivienda, ya que en un principio habían alquilado formalmente pero el deterioro de la vivienda determinó que esos contratos no se fueran renovando. De todos modos, siguieron viviendo allí y posteriormente se incorporaron algunas familias más a ese conjunto habitacional que ya tenía cierta antigüedad. Las autoridades de la intendencia nos hicieron saber que no tenían soluciones habitacionales y que por eso nos planteaban si el ministerio podía proporcionarles algunas viviendas y se dispuso de unas que, en realidad, tampoco eran nuevas. En otros casos se alquiló un hotel que estaba vacío para brindar esa solución. Todos fueron adjudicados a familias que tenían ese problema y esas soluciones se repiten permanentemente. Acá estamos hablando de situaciones aisladas que se podían presentar y por la sensibilidad del ministerio se entendía que se debían buscar soluciones. Si esas soluciones pasaban por la posibilidad de acceso a una vivienda había que hacer una reserva previa de un cupo. Eran viviendas ya construidas que estaban para que se hiciera el llamado a postulación de las familias. De alguna manera, eso determinó la creación de la circular. 
SEÑOR SABINI.- Me parece que no nos estamos entendiendo. Nosotros no estamos cuestionando el hecho de que si hay una persona en situación de violencia doméstica el ministerio tenga la potestad de solucionar esa situación. No estamos cuestionando que si una familia queda en la calle porque se le prendió fuego la casa el ministerio tenga la potestad de dar una solución. Insisto en que no estamos cuestionando eso, y tiene que quedar más que claro. Lo que estamos diciendo –que fue público y notorio– es que la ministra a través de mails otorgó viviendas a militantes políticos de su sector. Eso es lo que estamos cuestionando y decimos que es lo que la normativa no permite. Digo esto porque hacemos una pregunta y se nos responde otra cosa. Lo que preguntamos es si entienden que la normativa permite eso. La normativa, ¿avala eso? Hasta ahora todos los casos que conocemos son de un sector; capaz que hay otros, pero no lo sé. 

SEÑOR ANDRADE.- Voy a plantear la misma duda del senador Sabini. La circular de 2022 no plantea que se van a iniciar las designaciones directas; comunica que a partir de la fecha serán de aplicación los protocolos de procedimiento ante dilación de los casos recibidos por las autoridades del ministerio de vivienda, procedimiento para realizar adjudicaciones directas en complejos habitacionales. Recién el director acabó de sostener lo que es la duda nuestra, porque dijo que antes era de manera informal, mientras que al principio había dicho que antes no había ninguna adjudicación. 

SEÑOR CERETTA.- No, dije una.

SEÑOR ANDRADE.- Por lo menos ahí tenemos una duda razonable. Repito que no hay ningún marco normativo que permita discrecionalidad en esto. El acuerdo con la ONU del año 2008 establece que sean debidamente fundados, como son los casos de inundación, violencia doméstica, testigo protegido de fiscalía u otra derivación de otro organismo. No es que elegí yo porque por mi sensibilidad pienso que uno precisa más que otro. No venimos a medir sensibilidades respecto del tema de la vivienda, sino a explicar decisiones políticas. El motivo de la convocatoria era para fundamentar decisiones políticas que en este caso derivaron en el pedido de renuncia de la ministra. No es que el reproche a la forma y al proceder sea un reproche exclusivamente de la oposición del Gobierno, sino que es bastante más general, y parece claro. Además, tenemos la duda de si las adjudicaciones son cinco, catorce o cuarenta, y entonces precisamos consolidar información. Nos genera sorpresa que a esta altura del campeonato se siga sosteniendo que había normativa que permitía ese tipo de prácticas.  Cualquiera puede tener un conocido con problemas de vivienda; ¡quién no lo tiene!, pero de ahí a confundir eso con la posibilidad de una decisión discrecional nos parece que es un profundo error.

SEÑOR NUNES.- Capaz que es un caso particular, pero lamentablemente se ha expuesto públicamente. Por ejemplo, este caso, en el que ahora estaría suspendida la adjudicación, fue el que hizo estallar públicamente el tema y dio lugar a que el presidente de la república le solicitara la renuncia a la ministra. Más allá de esto, ¿cuál es la situación específica de la ciudadana a la que se le habría adjudicado la vivienda que la hace ser distinta a tantas otras personas que se encuentran en la misma circunstancia? ¿Cuál es el parámetro que se tuvo en cuenta para elegir a esa persona y no a otras que podrían estar en la misma situación o seguramente peor, porque esta es una persona que tiene empleo, etcétera? Entonces, aquí nosotros queremos preguntar cuál es el marco legal que ampara a que discrecionalmente se diga este sí y este no por la mera decisión de la señora ministra. Me parece que esto es lo que no tenemos claro nosotros, porque no vemos fundamento legal para eso.

SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si los invitados quieren hacer alguna aclaración más. ¿Se da todo por suficientemente respondido o quiere aclarar algo? 

SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a una pregunta que creo que hizo el señor senador Sabini vinculada a esascuatro viviendas que ya habían sido ocupadas, quiero agregar que se entiende, de acuerdo con los informes jurídicos que he recibido, que en la relación que existe entre la administración y el administrado o adjudicado es una relación de poder completamente diferente, ya que la administración es potente y el débil es al que se le entregó la vivienda. Entonces, en este caso se aplicaría el principio in dubio pro adjudicado; esto quiere decir que aquellos que ya están ocupando la vivienda van a permanecer en su vivienda, porque si hiciéramos lo contrario estaríamos sometiendo al Estado a que quienes fueran removidos de sus viviendas se puedan presentar ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y según los informes jurídicos que he recibido, ganarían y sería una cifra realmente muy importante. 

Por lo tanto, nos parece que en esos cuatro casos no sería posible. Además de estos cuatro casos, hay otros tres casos que, como se dijo, son por un año; de repente, esos tres casos no tienen por qué mantener las viviendas. 


Solamente quería aclarar esto.

SEÑOR CERETTA.- Seguramente en la versión taquigráfica va a surgir que cuando presenté los catorces casos hablé de que había un caso que, en realidad, había antecedido esto, el que, justamente fue el que motivó la posibilidad de decir que reglamentáramos un poco este tema para que cuando se presentaran las situaciones se tuvieran que analizar; eso es lo que motivó la circular. O sea que de los catorce casos había un caso anterior a la propia aprobación de la circular. 


Después, quiero hacer algún breve comentario que tiene que ver con la situación de la vivienda y de las familias. Sabemos que puede haber muchas familias en situaciones similares y también sabemos que muchas acceden a una vivienda y que otras no; a veces es un tema de acceder o no a la información. Acá lo que siempre se intentó fue potenciar estos programas, y capaz que al respecto está bueno manejar algún dato estadístico. 

Hay dos programas que de alguna manera tienen un perfil adecuado para el tipo de familias de las que estamos hablamos y que se postulan cada vez que el ministerio hace un llamado, y que en este período y en esta Administración han presentado un crecimiento significativo en cuanto a las soluciones de vivienda. Acá estamos hablando de uno, dos y tres casos. En el caso del programa Licitaciones para Activos, en estos tres primeros años de actuación de esta Administración se han finalizado más de 500 viviendas más de las que se finalizaron los tres primeros años de la Administración anterior, y se hizo con pandemia y con todas las circunstancias que tuvimos que enfrentar. También está el programa de cooperativas y después hay otros programas como el Plan Nacional de Relocalizaciones, el Juntos, Mevir y de autoconstrucción, todos los que claramente no son adecuados para estas familias, que no calificarían por distintas circunstancias para ninguno. Básicamente, su posibilidad de acceso a la vivienda es a través del programa de Licitaciones para Activos o del programa de construcción de vivienda por sistema cooperativo. En la construcción de vivienda por el sistema cooperativo, en estos tres primeros años, comparado con los tres primeros años del período anterior, también se ha superado en más de 1200 las viviendas construidas, es decir, más de 400 por año, por lo que han accedido más de 400 familias en el mismo período de la legislación anterior. Es una aclaración que quería formular. 


Y volviendo a estos casos, se sigue hablando de que son catorce, por lo que son catorce familias que se pusieron en consideración y solo una accedió en régimen de adjudicación directa y tres, como bien dijo el ministro, por la vía de la autorización de ingreso, que es revisable y revocable. 

SEÑOR ANDRADE.- El motivo de la convocatoria es que el ministerio explique por qué se adjudicaron viviendas en función de cercanías militantes. No estamos en esta instancia para discutir la política habitacional. Si fuera ese el caso, discutiríamos la política habitacional, y no le sacaría el cuerpo a dicha discusión. 


Hay un estudio de Casacuberta de 2006, que decía que uno de cada cuatro uruguayos estaba en condiciones precarias de vivienda, es decir,  en déficit estructural grave. Y de 2006 a 2019 el crecimiento de los hogares fue de 15.000 por año. O sea, dos veces y media más de lo que era el período anterior. O sea, la respuesta que hubo que dar fue ante esa demanda. Y si uno mira las necesidades básicas insatisfechas, la vivienda, según datos del INE, observa que se redujo a la mitad la problemática. Pero ese no es el debate, porque si hubiera tenido un incremento la inversión de vivienda, ello no me permite adjudicar la vivienda a la que era mi mucama. ¿Se entiende? Tuve más inversión en tal plan, ¿puedo darle a tal militante que trabaja en mi diario una vivienda? No. Estamos hablando de cosas diferentes. En nuestra opinión, no hay base normativa para lo que se hizo. Es lo que estamos diciendo acá y vamos a decir afuera. No hay base normativa para lo que se hizo y las explicaciones las analizaremos en la bancada, pero a priori no nos parecen suficientes.


Gracias.

SEÑOR CERETTA.- Se dijo que podía haber una cercanía con quien solicitó su consideración, y sobre estos casos podemos investigar y traer información. Hay personas de todas las afiliaciones políticas, de todos los orígenes, con vínculos laborales, etcétera. Obviamente, en algún caso se dio esta situación. La persona por tener esa cercanía no pierde el derecho a la vivienda. De alguna manera entendemos que puede ser mirada con desconfianza, pero les puedo asegurar que en estos 14 casos –me tomé el trabajo de analizarlos– hay personas con diversas afiliaciones políticas y de todos los orígenes.

SEÑOR NUNES.- Ante la pregunta concreta que hice sobre cuál era la diferencia, en este caso en particular que tomó tanta exposición pública, por la cual se le adjudicó a esa persona y no a otras, la única diferencia es que esta por alguna razón se allegó a la ministra y ella decidió adjudicársela. Por lo menos, el señor director no ha expuesto ninguna razón que sea distinta a esa. Por supuesto que la señora cumplía con los requisitos, pero ¿por qué esa persona y no otra? La diferencia está en que esa persona –según concluyo– se allegó a la ministra y esta decidió contemplar su pedido. Entendí eso.

SEÑOR MINISTRO.- Agradezco a la comisión por haber sido recibidos. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia del señor ministro y las autoridades de la cartera. Particularmente, el señor ministro y el subsecretario son personas de la casa. Le auguramos una buena gestión; lo vamos a extrañar en esta comisión donde tanto trabajó. Simplemente quiero reconocer y destacar la disposición a comparecer de las autoridades del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 


Se levanta la sesión.

(Son las 18:18).

